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"2024 Bicentenario del Congreso Constituyente del Estado de San Luis Potosí.”
TOCA 84/2023-1

EXP. 1194/2022-1 

**********RECURSO DE APELACIÓN: **********/2023/SS-1.
JUICIO CONTENCIOSO: **********/2022/1.
ACTOR: **********
AUTORIDADES DEMANDADAS: 1) TITULAR. 2) ENCARGADA DEL DESPACHO DE LA COORDINACIÓN JURÍDICA Y DE EJECUCIÓN (RECURRENTE), Y 3) EJECUTOR, TODAS DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO, AHORA INSTITUTO DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DEL ESTADO.
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, diecisiete de junio de dos mil veinticuatro. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2023/SS-1, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el diez de noviembre de dos mil veintitrés por **********, en su carácter de Auditora Especial de Asuntos Jurídicos del Instituto de Fiscalización Superior del Estado, (otrora Auditoría Superior del Estado), en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de diez de octubre de dos mil veintitrés, pronunciada por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo **********; turnado a ésta Sala Superior el catorce siguiente, mediante el oficio **********, signado por la Magistrada de la Primera Sala Unitaria; y,
R E S U L T A N D O
I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la NULIDAD TOTAL de la resolución impugnada consistente en el mandamiento de ejecución y requerimiento de pago de fecha 26 de agosto de 2022, identificado con el expediente **********, por medio del cual se requiere de pago el crédito fiscal contenido en la resolución de fecha 14 de diciembre de 2018, dentro del expediente **********, nulidad que se hace extensiva a los actos de ejecución que derivaron del mismo, por las razones expuestas en el Considerando Sexto de esta resolución. 
[…]”

II.- Inconforme con la referida determinación, **********, con el carácter antes referido, interpuso recurso de apelación, mediante escrito presentado el diez de noviembre de dos mil veintitrés, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el catorce siguiente; atendiendo a que por auto de trece del mismo mes y año
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación con los autos del expediente **********.
III.- Por acuerdo de diecisiete de noviembre de dos mil veintitrés
, se radicó la apelación bajo el consecutivo **********/2023/SS-1, y se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de mérito a la parte actora **********, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- En proveído de cuatro de diciembre de dos mil veintitrés
, se tuvo por precluido el derecho de la parte actora para desahogar la vista otorgada en el auto de admisión y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO
PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 
Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 
Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 
En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 
Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.
En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 
Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación
. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de **********, en su carácter de Auditora Especial de Asuntos Jurídicos del Instituto de Fiscalización Superior del Estado, (otrora Auditoría Superior del Estado), autoridad demandada en el juicio de origen, personalidad que acredita con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor por el Auditor Superior del Estado de San Luis Potosí, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo de este Estado
.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la autoridad demandada el diecisiete de octubre de dos mil veintitrés
, por lo que dicha notificación surtió efectos el dieciocho siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del diecinueve de octubre al trece de noviembre dos mil veintitrés; en ese lapso no deben contar el veintiuno, veintidós, veintiocho y veintinueve de octubre, cuatro, cinco, once y doce de noviembre de dos mil veintitrés, por haber sido inhábiles, conforme al artículo 15  del ordenamiento legal en cita y el Calendario Oficial de Labores del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí para el año dos mil veintitrés, así como el uno, dos y tres de noviembre del citado año, por haberse declarado la suspensión de labores de este tribunal, la con motivo del Día de Muertos, por lo que si el recurso de apelación se presentó el diez de noviembre de dos mil veintitrés, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia.
 Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por **********, en su carácter de Auditora Especial de Asuntos Jurídicos del Instituto de Fiscalización Superior del Estado, (otrora Auditoría Superior del Estado), se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior estima que el recurso de apelación interpuesto por la autoridad demandada, **********, en su carácter de Auditora Especial de Asuntos Jurídicos del Instituto de Fiscalización Superior del Estado, otrora Auditoria Superior del Estado, es procedente, por las siguientes consideraciones. 

Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en sentencia de diez de octubre de dos mil veintitrés, se declaró la ilegalidad e invalidez del acto impugnado, consistente en el mandamiento de ejecución y requerimiento de pago emitido por la Encargada de Despacho de la Coordinación Jurídica y de Ejecución de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, en el expediente **********, respecto del crédito fiscal por la cantidad total de **********
De lo anterior se advierte, que este asunto es de cuantía determinada; es decir, por el monto al cual se condenó a la autoridad demandada, el cual asciende al anteriormente señalado.

Por su parte, el artículo 152, fracción I, del Código Procesal de la materia, establece como requisito de procedencia, para los asuntos de cuantía determinada, como en el caso, que ésta exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad y Medida de Actualización vigente al momento de la emisión de la sentencia.

Luego, la sentencia que aquí se recurre se emitió el diez de octubre de dos mil veintitrés, por lo que de una consulta a la página del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
, se advierte que en dicha data, el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización ascendía a $103.74 (ciento tres pesos 74/100 moneda nacional).

Así las cosas, si se toma en consideración que el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización asciende a $103.74 (ciento tres pesos 74/100 moneda nacional), multiplicado por mil quinientos, en razón de que acorde a lo dispuesto por la fracción I, del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado, la cuantía debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la UMA, para la procedencia de la apelación-, arroja el total de $155,610.00 (ciento cincuenta y cinco mil seiscientos diez pesos 00/100 moneda nacional).

Lo anterior se refleja de la siguiente forma:

Valor diario UMA 2022: $103.74
Operación: 103.74 X 1500= $155,610.00
En esta tesitura, si la cuantía determinada, en el juicio contencioso en trato asciende a **********respecto del crédito fiscal emitido dentro del expediente **********, resulta superior a la requerida por la fracción I, del referido numeral 152, la cual dispone que debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la resolución de sentencia, es decir superior a $155,610.00 (ciento cincuenta y cinco mil seiscientos diez pesos 00/100 moneda nacional).

De lo anterior se advierte, que los recursos intentados por las partes resultan procedentes en atención a que el monto de la litis rebasa el que establece la fracción I, del multicitado artículo 152 del Código Procesal de la materia.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO. Antecedentes. Para una mejor comprensión del asunto en trato, conviene narrar los antecedentes que se desprenden de autos:

a). Por escrito recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el quince de diciembre de dos mil veintidós, **********promovió demanda
 de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Titular de la Auditoría Superior del Estado, la licenciada **********, en su carácter de Encargada del Despacho de la Coordinación Jurídica y de Ejecución de la Auditoría Superior del Estado y **********, en su carácter de Ejecutor de la Auditoría Superior del Estado, por el acto que hizo consistir en:

“La Nulidad del Mandamiento de Ejecución y Requerimiento de Pago, fechado el 09 de agosto del 2022 y notificado personalmente al suscrito en mi domicilio a las 14:36 hrs. del día treinta de noviembre del presente año, por conducto del LIC. **********, en su calidad de ejecutor.”
b). Mediante auto de veintiuno de abril de dos mil veintitrés
, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenó emplazar a las autoridades demandadas para que produjeran su contestación; carga procesal que en acuerdo de diecisiete de mayo de dos mil veintitrés
, tuvo por cumplida en tiempo y forma. 
c). El diecinueve de septiembre del año próximo pasado, se llevó a cabo la audiencia de ley que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se desahogaron las pruebas ofrecidas y admitidas por las partes y se citó
 para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2022-1.

d). Mediante sentencia de diez de octubre de dos mil veintitrés, la Primera Sala Unitaria, declaró la nulidad total de la resolución impugnada consistente en el mandamiento de ejecución y requerimiento de pago de veintiséis de agosto de dos mil veintidós, identificado con el expediente **********, por medio del cual requiere el pago del crédito fiscal contenido en el expediente **********; ello con fundamento en lo dispuesto en el artículo 250 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 164 fracción I, del citado ordenamiento legal; en virtud de que, estableció que dicha actuación producía en el particular afectación a la garantía establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, que prescribe que los actos de molestia, para ser legales, deben provenir de autoridad competente.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación. 

OCTAVO.- Estudio. Son inoperantes los agravios emitidos por la parte apelante; por ende, ineficaces para revocar o modificar el fallo impugnado.

Como ya se dijo, en la sentencia de diez de octubre de dos mil veintitrés, dictada por la Primera Sala Unitaria en los autos del expediente **********/2022-1, declaró la nulidad total de del mandamiento de ejecución y requerimiento de pago de veintiséis de agosto de dos mil veintidós, identificado con el expediente **********, por medio del cual se requiere el pago del crédito fiscal contenido en el expediente **********
Para arribar a la anterior conclusión, sostuvo inicialmente no se surtía la causal de improcedencia aducida por la parte demandada al considerar que el acto reclamado en el juicio de origen revestía las características de resolución definitiva, pues acorde al artículo 7° fracciones VI y XVI, de la Ley Orgánica de este Tribunal, en relación con los artículos 169 fracción IV, 170 fracción I y 171 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, resultaba incuestionable que, contra el mandamiento de ejecución y el acta de requerimiento de pago y embargo, procedía el recurso de revocación, y si este es de interposición optativa, nada impedía al particular acudir de manera directa al juicio contencioso administrativo ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
Luego, respecto el primer concepto de impugnación hecho valer por el actor en el escrito de demanda, determinó resultaba fundado; y por ende, suficiente para declarar la nulidad total de la resolución impugnada.

La A quo precisó, al examinar de la competencia de la autoridad, que no implicaba analizar si la emisora “Encargada de Despacho de la Coordinación Jurídica y de Ejecución” fue debidamente designada por la Encargada de Despacho de la Auditoría Superior del Estado, toda vez que, no abarcaba el análisis referente a la legitimidad de la autoridad, que implica la situación del funcionario frente a las normas que regulan los requisitos necesarios para representar y darle vida de relación orgánica, pues sólo comprende lo relativo a su competencia para dictar el referido acto, es decir, que el derecho fundamental consagrado en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, únicamente se refiere a los límites fijados a la autoridad para su actuación frente a terceros y, no se establece la obligación para la autoridad administrativa de acreditar su legitimidad –competencia de origen- de la designación del funcionario hecho en términos de la ley correspondiente, a efecto de emitir un acto de autoridad, sino solo la competencia que puede ser analizada  vía jurisdiccional.
Estableció, que en términos del penúltimo párrafo del numeral 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se deducía el imperativo de analizar de oficio la competencia de la autoridad emisora del acto de molestia, lo cual también abarcaba la obligación de analizar si el acto impugnado contenía el fundamento de la competencia de la autoridad que emite el acto de molestia.  Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 218/2007, de rubro “COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.”
Además, destacó que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios, siendo por tanto, un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, en tanto ésta sólo puede hacer lo que la ley le permite.
Premisa que apoyo en las Jurisprudencias P./J. 10/94 y 2a./J. 115/2005, emitidas por la Segunda Sala del Alto Tribunal, de rubros: ”COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.” Y “COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE.”
En ese orden, el Resolutor estableció que la resolución impugnada, al hacerse consistir en el mandamiento de ejecución y requerimiento de pago identificado con el expediente **********, emitido por la Encargada de Despacho de la Coordinación Jurídica y de Ejecución de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, quien fundó su competencia en los artículos 47 fracción I, inciso i) del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, y 30 BIS del Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí; documental que valoró en términos del numeral 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Y que la autoridad demandada al producir su contestación, sostuvo que la cuestión debatida, no constituía causa de ilegalidad, al señalar que, la “Encargada de Despacho de la Coordinación Jurídica y de Ejecución” fue designada por la Encargada de Despacho de la Auditoría Superior del Estado conforme al artículo 77 de la Ley de Fiscalización y Rendición de cuentas del Estado, que en su fracción I, prevé que es facultad del Titular de la Auditoría Superior del Estado expedir el Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado, en el que se decidirán las atribuciones a sus unidades administrativas y sus titulares, y que dicho Reglamento es aplicable a sus actos, pues cumple con las hipótesis antes señaladas; y que por tanto, la Encargada de despacho de la Auditoría Superior del Estado, cuenta con la facultad de nombrar el personal a su cargo, lo que realizó con fundamento en el artículo 77 fracciones V y VII de la Ley de Fiscalización y Rendición de cuentas del Estado.
Asimismo la A quo precisó, que del contenido de los preceptos legales que citó la autoridad emisora para fundamentar su competencia artículos 47 fracción I, inciso i) del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, y 30 BIS del Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí; se desprendía, en el primero de ellos, que son autoridades fiscales, entre otros, los jefes de Departamento de Ejecución Fiscal o quienes ejerzan esas funciones, aunque tengan otra denominación; y en el segundo, las atribuciones y obligaciones de la Coordinación Jurídica y de Ejecución, adscrita a la Auditoria Especial de Asuntos Jurídicos; empero que, de dichos preceptos no se advertía atribución a favor de la autoridad demandada emisora del acto impugnado, para emitir el acto impugnado, pues tal cargo no se encuentra contemplado en los ordenamientos legales invocados.
Además, señaló que el Reglamento Interior de la Auditoria Superior del Estado de San Luis Potosí, en su Capítulo XI, denominado De la Organización y Competencia de la Auditoría Superior del Estado, contempla las Unidades Administrativas y Servidores Públicos, con los que cuenta la Auditoría Superior, los que ejercerán sus atribuciones en el despacho de los asuntos que les competen, y en el último párrafo del numeral 4°, dicho ordenamiento legal dispone que las unidades administrativas estarán a cargo de un Titular y que la denominación de las Unidades Administrativas no señaladas en el Reglamento, serán precisadas en el Manual de Organización de la Auditoría Superior.

Que en el Reglamento de referencia, se denomina Coordinación Jurídica y de Ejecución, a la coordinación dependiente de la Auditoría Especial de Asuntos Jurídicos; y en el Manual de Organización de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, prevé en el punto 9 Coordinación de Ejecución, el nombre del Área Administrativa (Coordinación de Ejecución), así como el Nombre del Puesto Responsable del Área (Coordinador de Ejecución).
Establecido lo anterior, la Sala de Origen arribó a la conclusión de que se prevé como Unidad Administrativa a la Auditoría Especial de Asuntos Jurídicos, de la que dependen entre otras la Coordinación Jurídica y de Ejecución, y en el Manual de Organización de la Auditoria Superior del Estado, la denominación del Área Administrativa de Coordinación de Ejecución y como su Titular al Coordinador de Ejecución; de ahí que, consideró que no ha lugar a una denominación distinta a la establecida en el Reglamento y el Manual de Organización de referencia.
Máxime, que la autoridad emisora no justificó en el cuerpo de la resolución impugnada, si en la especie su competencia se surtía en virtud de alguna sustitución de autoridades o de un cambio de denominación de estructura orgánica, por lo que dicha actuación era violatoria de las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en el artículo 16 Constitucional, ya que con dicho proceder se genera un estado de inseguridad jurídica al gobernado al desconocer si dentro del universo de autoridades administrativas y sus denominaciones, quien emitió la resolución de que fue objeto es realmente el funcionario facultado para ello, puesto que las actuaciones de las autoridades no deben generar dudas sobre su legalidad al no coincidir la denominación de éstas.

Por tanto, la Resolutora determinó que la autoridad emisora no dio cumplimiento con el elemento de validez que señala el numeral 164 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que la competencia no es una cuestión subsanable por el hecho de fungir en calidad de titular o actuar en su nombre; lo cual sustentó con la tesis VI.1o.A.33 K, de rubro: “GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. ES VIOLATORIO DE ÉSTAS EL ACTO DE MOLESTIA EMITIDO POR UNA AUTORIDAD CUYA DENOMINACIÓN NO ES COINCIDENTE CON LA DE LA AUTORIDAD FACULTADA EN LA LEGISLACIÓN APLICABLE PARA EMITIRLO.”

Además, la Primera Sala Unitaria decidió que la autoridad demandada actuó como Encargada de Despacho, sin mediar acuerdo delegatorio de facultades por parte del titular de una dependencia o entidad de la administración pública Estatal; o bien, un acuerdo emitido conforme al Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, que prevé en la normativa del capítulo XI, la suplencia de los funcionarios de esa dependencia, ante su ausencia, al establecer el tipo de sistema de suplencia (temporal) de los titulares de las unidades administrativas, y tratándose de las ausencias definitivas, se efectúa la designación de un nuevo servidor; en tal virtud.
Que entonces, resultaba la incompetencia de quien se ostentó como Encargada de Despacho de la Coordinación Jurídica y de Ejecución de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, al no existir disposición jurídica que previera dicho cargo, así como tampoco la existencia de una delegación expresa que le permita actuar en representación o suplencia del titular de esa área; consideración que apoyo en la Tesis aislada XV.2o.24 A, de rubro: “COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD QUE ACTÚA EN SUPLENCIA POR AUSENCIA EN LA SUSCRIPCIÓN DE ACTOS ADMINISTRATIVOS. DEBE FUNDARSE PLENAMENTE.”
Establecido lo anterior, la Primera Sala Unitaria concluyó que la resolución combatida adolecía del elemento de validez previsto en el numeral 164 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que, no se emitió por la autoridad competente para tal efecto, en el caso el titular de la Coordinación Jurídica y de Ejecución de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, pues no existía disposición legal que facultara a un Encargado de Despacho para aplicar el procedimiento administrativo de ejecución, así como notificar y requerir el pago de un crédito fiscal determinado por la Auditoría Superior del Estado, ni acuerdo que respaldara tal actuación; y por ende, declaró su nulidad total, conforme a lo previsto por el artículo 250 fracción I, del mismo Código, lo cual preciso era extensivo a los actos de ejecución que derivaron de los mismos, como el requerimiento de pago notificado el día treinta de noviembre de dos mil veintidós y el embargo de bienes.
Contra lo anteriormente decidido por la Resolutora de origen, la parte impugnante vertió los siguientes agravios:

1. Que le causa perjuicio que la Sala de Origen no fuese exhaustiva en términos de los dispuesto por el artículo 249 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado; toda vez que, estableció que la autoridad demandada en la resolución impugnada únicamente fundó su competencia en los artículos 47 fracción I, inciso i) del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, y 30 BIS del Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, cuando en dicho acto además, se invocaron los artículos 72 fracción I, 73, 77 y 47 fracción I inciso e) del Código Fiscal del Estado, 21, 77 y 82 fracción II de la Ley de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, SEXTO transitorio de la Ley de Fiscalización y Rendición de cuentas del Estado de San Luis Potosí.

En los cuales señala, se advierte la facultad de la Coordinación de Ejecución para llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución; además, de que la Sala omitió analizar los razonamientos que expuso en su contestación de demanda, con los explicó la facultad que la Ley le otorga a dicha autoridad para la instauración del procedimiento administrativo de ejecución y realizar actos procesales tendientes a su finalidad. 
Por lo que considera, que el acto impugnado cumple con el estándar mínimo de fundamentación y motivación exigido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que deja al demandante en la aptitud de conocer el mismo y controvertirlo en su caso.
2. En su segundo agravio la autoridad recurrente señala que la Resolutora, realizó el estudio oficioso de la competencia en términos del penúltimo párrafo del artículo 250 del Código Procesal Administrativo del Estado de manera incompleta, toda vez que, al tomar en cuenta lo dispuesto por el artículo 4 del Reglamento y el diverso 9, ambos del Manual de la Auditoría Superior y, soslayó considerar la totalidad de disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias, que otorgan a la Encargada de la Coordinación Jurídica y de Ejecución la potestad para la emisión del acto impugnado.

Destacó además, que el marco normativo que la Encargada de la Auditoria Superior del Estado observó para nombrar a la Encargada de la Coordinación Jurídica y de Ejecución, lo cual precisó que si bien no fue materia de debate, era necesario citarlo como antecedente; siendo los artículos 54 párrafo primero y segundo de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, QUINTO y SEXTO transitorio, 77 fracción VII, XII y 78 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado de San Luis Potosí (publicada en el Periódico Oficial del Estado el once de junio de dos mil dieciocho, PRIMERO y SEGUNDO transitorio de los decretos de reformas a dicha ley de veintidós de junio del mismo año) SEXTO transitorio de la Ley de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí (publicada en el Periódico Oficial del Estado el uno de septiembre de dos mil veintitrés) y 9 fracción VI y 38 del Reglamento Interior de la Auditoría Superior.
Que de dichos artículos, se advierte que la Auditoría Superior del Estado (ahora Instituto de Fiscalización Superior del Estado) en ejercicio de sus potestades puede determinar su organización interna; que las atribuciones previstas en el artículo 77 fracciones VII y XII de la Ley de Fiscalización y Rendición de cuentas del Estado, son de ejercicio exclusivo del Titular; y por tanto, no pueden ser delegadas. Que dicho funcionario será auxiliado en sus funciones por los auditores especiales, así como por los coordinadores, supervisores, auditores y demás servidores públicos que al efecto señale el Reglamento Interior de la Auditoria Superior del Estado; que conforme a los artículos QUINTO y SEXTO transitorio de dicha Ley, la Auditoria Superior del Estado disponía de treinta días para realizar las adecuaciones necesarias al Reglamento Interior y los procedimientos administrativos iniciados con anterioridad que se encontraban en trámite hasta la entrada en vigor de dicha ley, se resolverían en términos de la Ley de Auditoria Superior del Estado; y que de acuerdo con el artículo SEXTO transitorio de los decretos de reformas a dicha ley, se derogaron todas las disposiciones legales que se opusieran.

Asimismo, refiere que el artículo 54 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, establece que la Auditoria Superior del Estrado puede en ejercicio de su función de fiscalización, decidir sobre su funcionamiento y organización interna; que conforme al artículo 78 de la Ley de Fiscalización y Rendición de cuentas del Estado, el Titular será auxiliado en sus funciones por los servidores públicos que al efecto señale el Reglamento Interior, y el 77 fracciones V y VII, prevén que en dicho Reglamento se distribuirán las atribuciones de sus unidades administrativas y sus titulares, la forma en que deberán suplirse sus ausencias, su organización interna y funcionamiento, y la facultad del titular de nombrar, promover, remover y suspender al personal a su cargo.
Por otra parte, el recurrente señala que en los artículos 7, 8 fracciones X y XIII, 9 fracción VI y 38, del Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado, se establece que el Titular de la misma podrá delegar sus facultades a servidores públicos subalternos, en forma general o particular conforme a lo establecido en el Reglamento o mediante acuerdo que se publique en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, sin perjuicio de que las ejerza directamente cuando lo estime pertinente; que el Auditor Superior o quien funja como Encargado, tendrá entre otras atribuciones el derecho de cobro de multas, substanciar y resolver los procedimientos administrativos de ejecución.
Además de nombrar, remover y suspender al personal a su cargo, y que las ausencias temporales de los auditores especiales y titulares de las unidades administrativas, serán suplidas por el titular del área que corresponda a su adscripción más antiguo en el cargo y en los casos de ausencias definitivos, el Auditor Superior procederá a efectuar la designación del nuevo servidor público que corresponda.
Por lo que señala la autoridad apelante, que sus funciones y las de sus unidades administrativas entre las que se encuentra la Coordinación Jurídica y de Ejecución, no están supeditadas a que las ejerza en carácter de titular de dicha unidad administrativa; y que dentro de las atribuciones con las que cuenta quien se encargue de dicha Coordinación, se encuentra la de iniciar el procedimiento administrativo de ejecución tendiente a hacer efectivos los créditos fiscales determinados e impuestos por la Auditoria Superior del Estado.
Que entonces, si la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, la Ley de Fiscalización y Rendición de cuentas del Estado, Ley de Auditoria Superior del Estado, el Reglamento Interior de la Auditoria Superior del Estado, contemplan la posibilidad de una ausencia provisional o definitiva de los titulares de las unidades administrativas, como la Coordinación Jurídica y de Ejecución, esta puede ser cubierta conforme al artículo 38 del mencionado reglamento, por quien el Auditor Superior del Estado o quien ejerza como encargado designe, con sus potestades correspondientes.

Que la resolución impugnada, fue emitida por la Encargada de la Coordinación Jurídica y de Ejecución y que la competencia para actuar en función de encargada en ausencia temporal o definitiva del titular emana de los propios ordenamientos legales para llevar a cabo su labor de cobro de sanciones o multas; por lo tanto, señala que la sentencia apelada adolece del requisito previsto por el artículo 249 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al no considerar toda la normativa aplicable.

3. Finalmente, la parte recurrente, en su tercer agravio estima que le irroga perjuicio que la Sala A quo de manera incongruente, tuviera por contestando la demanda en representación de las autoridades demandadas a la Encargada de Despacho de la Auditoria Especial de Asuntos Jurídicos de la Auditoria Superior del Estado; es decir, que implicó el reconocimiento de legitimidad y competencia de dicha encargada para contestar la demanda; y luego, al resolver el asunto, determinara que el acto impugnado es nulo, toda vez que, la autoridad emisora carece de competencia, en virtud de que la denominación de “encargada de despacho” no coincide con la que al efecto establece el Reglamento Interior y el Manual de Organización de la Auditoria Superior del Estado.
Por lo que insiste, resulta incongruente que, por un lado, la Sala reconociera personalidad y legitimación para contestar la demanda a la encargada de la Auditoria Especial de Asuntos Jurídicos de la Auditoría Superior del Estado y al resolver el juicio determina que la encargada de la Coordinación Jurídica y de Ejecución de la Auditoría Superior del Estado carece de competencia para emitir actos dentro del procedimiento administrativo de ejecución, porque esos nombramientos no existen en el Reglamento Interior y el Manual de Organización de la Auditoría Superior del Estado.

Y en apoyo a lo anterior, el recurrente cito la tesis aislada de rubro: “SENTENCIA. CONGRUENCIA INTERNA Y EXTERNA.”.
Ahora bien, como inicialmente se sostuvo, los reseñados argumentos de impugnación son inoperantes, en razón de las siguientes consideraciones.

En lo relativo al primer disenso, donde el apelante señala que la Sala de Origen no fue exhaustiva, toda vez que, soslayó analizar por completo el fundamento citado en el acto impugnado, en específico los artículos 72 fracción I, 73, 77 y 47 fracción I inciso e) del Código Fiscal del Estado, 21, 77 y 82 fracción II de la Ley de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, SEXTO transitorio de la Ley de Fiscalización y Rendición de cuentas del Estado de San Luis Potosí, de donde sostiene, se podía advertir la facultad de la Coordinación de Ejecución de la Auditoria Superior del Estado, para llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución, lo cual señala, también explicó en su contestación de demanda; resulta inoperante, pues parte de una apreciación equivocada.
Se otorga dicha calificativa, en virtud de que en la resolución apelada no fue materia de Litis las facultades de la Coordinación de Ejecución de la Auditoria Superior del Estado, para llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución; puesto que, el estudio de competencia que abordo la A quo fue en cuanto a la Encargada de Despacho de la Coordinación Jurídica y de Ejecución de la Auditoría Superior del Estado, por ser la autoridad que suscribió la resolución impugnada, consistente en el mandamiento de ejecución y requerimiento de pago de veintiséis de agosto de dos mil veintidós, identificado con el expediente **********, por medio del cual, se requirió la liquidación del crédito fiscal contenido en la resolución de catorce de diciembre de dos mil dieciocho, dentro del expediente **********.

En ese sentido, la Resolutora determinó que la autoridad emisora se ostentó como Encargada de Despacho de la Coordinación Jurídica y de Ejecución, sin establecer el fundamento legal que le confería la posibilidad de hacerlo, bien sea en términos de suplencia o, por delegación de facultades debidamente justificadas, toda vez que, empleó entre otros, el fundamento que se relaciona con las atribuciones y obligaciones de la Coordinación Jurídica y de Ejecución, adscrita a la Auditoria Especial de Asuntos Jurídicos, es decir, facultades del titular del área administrativa de Coordinación Jurídica y de Ejecución.
Por lo que, concluyó que la resolución combatida no cumplía con el elemento de validez previsto en el numeral 164 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que, no había sido emitido por la autoridad competente para tal efecto, siendo el titular de la Coordinación Jurídica y de Ejecución de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, pues no había disposición legal que facultara a un Encargado de Despacho para aplicar el procedimiento administrativo de ejecución, así como notificar y requerir de pago de un crédito fiscal determinado por la Auditoría Superior del Estado, ni acuerdo que respaldara tal actuación.
Además, que del contenido de los señalados artículos 72 fracción I, 73, 77 y 47 fracción I inciso e) del Código Fiscal del Estado, 21, 77 y 82 fracción II de la Ley de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, SEXTO transitorio de la Ley de Fiscalización y Rendición de cuentas del Estado de San Luis Potosí, no se advierte competencia de la Encargada de Despacho de la Coordinación Jurídica y de Ejecución de la Auditoría Superior del Estado, pues en ellos se establece lo siguiente: 
Código Fiscal del Estado
“ARTICULO 72.- Los actos administrativos, para el surtimiento de sus efectos deben ser notificados en alguna de las formas que establece este Código. Las formas legales de notificación son:

I. Personales, o mediante correo certificado con acuse de recibo: Tratándose de citatorios, requerimientos, solicitudes de informes o documentos, determinación de créditos fiscales y, todo acto susceptible de ser impugnado;

ARTICULO 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas:

I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia de la persona a quien se va a notificar o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente;

II. En el caso de que no se encuentre a la persona a quien se va a notificar o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado;

III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia.

Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos;

 IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código;

V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo;

VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y

VII. Una notificación personal, aún cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.
ARTICULO 77.- Las notificaciones por instructivo se harán fijando en el domicilio del interesado, el documento a notificar así como el original del acta respectiva, en la que se indicará claramente la fundamentación y motivación de la notificación por instructivo, así como la indicación precisa de los datos que permitan identificar dicho domicilio y el lugar exacto en que se fijó el instructivo, dejando constancia de ello en el expediente de la autoridad. En estos casos, se tendrá por hecha la notificación, al día hábil siguiente al de la fijación del instructivo.
ARTICULO 47.- Son autoridades fiscales:

I. Estatales: […]

e) La Auditoria Superior del Estado;[ …]

Ley de la Auditoría Superior del Estado
ARTICULO 21. La Coordinación de Ejecución será la encargada de llevar a efecto el procedimiento administrativo de ejecución, de los créditos fiscales que deriven de la imposición de sanciones pecuniarias impuestas por la Auditoría, de conformidad con lo dispuesto en el Código Fiscal del Estado; y tendrá las demás funciones que establezca el Reglamento.
ARTICULO 77. Las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que imponga la Auditoría Superior del Estado, tendrán el carácter de créditos fiscales y les serán aplicables las disposiciones conducentes del Código Fiscal del Estado.

La Auditoría Superior del Estado aplicará directamente el procedimiento administrativo de ejecución a través de su área competente, para el cobro de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias a que se refiere el párrafo anterior.

La Auditoría Superior del Estado deberá informar trimestralmente al Congreso, a través de la Comisión, de los trámites que se vayan realizando para la ejecución de los cobros respectivos y el monto recuperado.
ARTICULO 82. El fincamiento de las responsabilidades, y la determinación de las indemnizaciones y sanciones, se sujetarán al procedimiento siguiente:[…] 

ll. Desahogadas las pruebas, si las hubiere, la Auditoría Superior del Estado resolverá dentro de los treinta días hábiles siguientes, sobre la existencia de la responsabilidad y, fincará, en su caso, la responsabilidad en que se determine la indemnización y sanción pecuniaria correspondiente, a él o los sujetos responsables. Se notificará a éstos la resolución recaída, en un plazo de cinco días hábiles siguientes de que fue dictada la resolución y, una vez que ésta haya causado ejecutoria, remitirá un tanto autógrafo de la misma, a la Coordinación de Ejecución de la Auditoría Superior del Estado, para que se encuentre en posibilidad de hacer efectiva la sanción impuesta. 

La indemnización que se determine invariablemente deberá ser suficiente para cubrir los daños y perjuicios causados, y se actualizará para los efectos de su pago, en los términos que establece el Código Fiscal Estatal.

En todas las cuestiones relativas al ofrecimiento, desahogo y valoración de pruebas, así como las razones del procedimiento que no estén previstas en este capítulo, se observarán las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado.[…]

Ley de Fiscalización y Rendición de cuentas del Estado
SEXTO. Los procedimientos administrativos iniciados con anterioridad, que se encuentren en trámite o pendientes de resolución por la Auditoría Superior del Estado hasta la entrada en vigor de la presente Ley, se resolverán hasta su conclusión definitiva en los términos de la Ley de Auditoria Superior del Estado, incluyendo aquellos resultados que deriven de las funciones de fiscalización y revisión de la cuenta pública del año 2016.

En aquellos actos, procedimientos, y trámites pendientes en los que la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí sea parte durante la cuenta pública 2017, éstos continuarán tramitándose hasta su resolución final, conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio de acuerdo a la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas publicada en el Periódico Oficial del Estado el 10 de abril de 2017, como Decreto Legislativo número 602.

En lo relativo a la presentación de los informes generales e individuales presentados por la Auditoría Superior del Estado, se estarán a lo previsto en el artículo 54 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.”

De los preceptos legales citados, se advierte en cuanto a los artículos 72 fracción I, 73, 77 y 47 fracción I inciso e) del Código Fiscal del Estado, que estos aluden al tipo de notificaciones y que la Auditoria Superior del Estado es autoridad fiscal; en cuanto a los artículos 21, 77 y 82 fracción II de la Ley de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, se prevé medularmente el procedimiento de fincamiento de indemnizaciones y sanciones pecuniarias que imponga la Auditoría Superior del Estado, mismas que tendrán el carácter de créditos fiscales, así como la facultad de la Coordinación de Ejecución para llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución.

Y por último, del SEXTO transitorio de la Ley de Fiscalización y Rendición de cuentas del Estado, se deduce sustancialmente, que los procedimientos administrativos iniciados con anterioridad, que se encuentren en trámite o pendientes de resolución por la Auditoría Superior del Estado hasta la entrada en vigor de dicha Ley, se resolverán hasta su conclusión definitiva en los términos de la Ley de Auditoria Superior del Estado; sin que se advierta del contenido de dichos artículos, competencia de la Encargada de Despacho de la Coordinación Jurídica y de Ejecución de la Auditoría Superior del Estado, para emitir la resolución impugnada.
De ahí la calificativa de los agravios en estudio, por basarse en premisas falsas, la cual encuentra apoyo en los siguientes criterios Jurisprudenciales:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.”

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida”.

Por otro lado, respecto del segundo agravio, donde la autoridad recurrente se duele sustancialmente del estudio de competencia que realizó la Sala Resolutora, ya que señala, que dejó de considerar la totalidad de las disposiciones legales, que otorgaron a la Encargada de la Coordinación Jurídica y de Ejecución la potestad para la emisión del acto impugnado.

Que si la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, la Ley de Fiscalización y Rendición de cuentas del Estado, Ley de Auditoria Superior del Estado, el Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado, contemplan la posibilidad de una ausencia provisional o definitiva de los titulares de las unidades administrativas, como la Coordinación Jurídica y de Ejecución, esta puede ser cubierta conforme al artículo 38 del mencionado reglamento, por quien el Auditor Superior del Estado, o quien ejerza como encargado designe, con sus potestades correspondientes.
Agravio que es de considerarse inoperante, en razón de que la autoridad pretende con sus afirmaciones subsanar las omisiones detectadas en el acto controvertido, lo que no puede tenerse por satisfecho, en razón de que no resulta válido que se señalen fundamentos y motivos, en un documento distinto al acto impugnado.

En efecto, para determinar la validez o nulidad de una resolución o acto administrativo, las Salas del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa deben atender exclusivamente a la fundamentación y motivación externadas en ellos, sin considerar los argumentos planteados en la contestación a la demanda u otro documento tendientes a modificar o ampliar la fundamentación y motivación dadas en la resolución o acto combatido, pues el fin del proceso administrativo precisamente es combatir actos y resoluciones deficientemente fundados o motivados.
Sirve de apoyo a lo anterior la, la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable bajo el número de registro 917740, 7ª Época, del rubro y texto siguiente:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

De igual forma, tienen aplicación por analogía las Tesis de Jurisprudencia: VII.1o.A. J/42 (9a.) y XXI.2o. J/4, del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito, respectivamente, del rubro y texto siguiente:
“SENTENCIAS EN EL JUICIO DE NULIDAD. LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, EN SU DICTADO, NO DEBEN CAMBIAR LAS RAZONES Y FUNDAMENTOS DEL ACTO IMPUGNADO CON MOTIVO DE LO ADUCIDO POR LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA. Atento a los artículos 22, primer párrafo y 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, al emitir sus sentencias en el juicio de nulidad, no deben invocar hechos novedosos ni mejorar los argumentos del acto impugnado con motivo de lo aducido por la autoridad al contestar la demanda, ya que si bien es cierto que ésta tiene el derecho de oponer defensas y excepciones tendientes a sostener la legalidad de aquél, incluso introduciendo argumentos que justifiquen con mayor precisión y detalle los motivos y fundamentos ahí contenidos, también lo es que ello debe acontecer bajo la condición de no variar los originales, pues de lo contrario, deben desestimarse por pretender mejorar el acto autoritario en la litis contenciosa. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO CIRCUITO.”

“ACTO RECLAMADO, FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DEL. No basta que en el documento señalado como acto reclamado, la autoridad hacendaria responsable alegue que citó preceptos relativos a su competencia para que cumpla con el requisito constitucional de fundamentación a su acto, si no que es necesario, además, que dicho documento contenga la expresión del precepto legal aplicable al caso que sirva de apoyo al mandamiento reclamado, cuyo presupuesto normativo revele que la conducta del gobernado encuadra en el mismo y, por ende, que se encuentra obligado al pago de la multa impugnada; igualmente, si de los propios argumentos de inconformidad se advierte que por cuanto hace a la motivación del acto reclamado, la autoridad hacendaria se remite a lo que ya había expuesto como argumento de esa motivación, en diverso oficio en el que también había negado al quejoso la condonación de multa solicitada, ello es insuficiente para que su mandamiento reúna el requisito de motivación del artículo 16 constitucional, toda vez que éste debe constar en el cuerpo mismo del documento constitutivo del acto de molestia y no en diverso. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO PRIMER CIRCUITO.”

En ese orden de ideas, es dable citar lo establecido por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los artículos 164 la fracción V, y 165, fracción II, del Código Procesal de la Materia, mismos que señalan literalmente lo siguiente:
“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. […]” 

“ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo: […]

V. Estar fundado y motivado; […]”

“ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo: […]

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado; […]”

Del marco legal citado, se advierte que todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa, ahora cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de qué ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. 
Sirve de sustento, el criterio jurisprudencial I.4o.A. J/43, de rubro y texto siguiente:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Asimismo, cabe precisar que los actos de autoridad, para ser legales, entre otros requisitos, deben ser emitidos por autoridad competente, cumpliéndose las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien esté legitimado para ello, expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter en que la autoridad respectiva lo suscribe y el dispositivo legal, acuerdo, decreto o reglamento que le conceda tal facultad.

Pues de lo contrario se dejaría al destinatario en estado de indefensión, ya que al no conocer el fundamento que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga al receptor la oportunidad de examinar si la actuación de ésta se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y si éste es o no, conforme a la ley o a la Constitución, para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, con el carácter que lo haga, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecue exactamente a la norma, que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la Constitución o las leyes secundarias.

Entonces, la garantía de legalidad contenida en el artículo 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que otorguen competencia a quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del facultado o por delegación de facultades.
Encuentra apoyo lo anterior, con la Jurisprudencia 2a./J. 115/2005, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación , que señala lo siguiente:

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE  TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno  de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario  Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”

De esta manera, es que los agravios en estudio devienen inoperantes, debido a que la autoridad demandada pretende mejorar la motivación y fundamentación expuesta en la resolución impugnada, consistente en el mandamiento de ejecución y requerimiento de pago de veintiséis de agosto de dos mil veintidós, identificado con el expediente **********; al precisar, disposiciones legales, que otorgaron a la Encargada de Despacho de la Coordinación Jurídica y de Ejecución la potestad para la emisión del acto impugnado, que no obran en el cuerpo del mismo.

Por último, en lo relativo al agravio tercero, en el cuál la autoridad recurrente señala que resulta incongruente que la Sala de Origen reconociera personalidad y legitimación para contestar la demanda a la Encargada de la Auditoria Especial de Asuntos Jurídicos de la Auditoria Superior del Estado y al resolver el asunto, determinara que el acto impugnado era nulo, toda vez que, la Encargada de la Coordinación Jurídica y de Ejecución de la Auditoria Superior del Estado, carecía de competencia, en virtud de que la denominación de “encargada de despacho” no existe en el Reglamento Interior y el Manual de Organización de la Auditoria Superior del Estado; resulta inoperante, ya que tal afirmación es inexacta.

Ello es así, porque contrariamente a lo que aduce, la resolutora no determinó la inexistencia de la denominación de “encargada de despacho” en el Reglamento Interior y el Manual de Organización de la Auditoria Superior del Estado, sino que estableció, que la resolución combatida no satisfacía el elemento de validez previsto en el numeral 164 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al no haber sido emitida por autoridad competente.

Toda vez que, no advirtió disposición jurídica que contemplara el cargo de Encargada de Despacho de la Coordinación Jurídica y de Ejecución de la Auditoria Superior del Estado y que la facultara para aplicar el procedimiento administrativo de ejecución, notificar y requerir el pago de un crédito fiscal determinado por la Auditoría Superior del Estado, así como la existencia de una delegación expresa que le permitiera actuar en representación o suplencia del titular de esa área, máxime que esa figura, que contempla el reglamento interior de la Auditoria Superior del Estado, determina los casos en que procede, para lo cual bastaba mencionar el carácter con que se actuaba y, desde luego fundar legalmente su actuación a través del precepto legal que lo facultaba.
Máxime, que la legitimación y/o personalidad y la competencia de la autoridad emisora de un acto de autoridad, son figuras jurídicas distintas, pues la primera se refiere a un presupuesto procesal de la acción, es decir es la capacidad procesal para poder actuar como parte activa o pasiva en un proceso, determinada por la relación en que se encuentra la persona con el objeto litigioso
; en cuanto a la segunda, como ya quedó precisado párrafos arriba, es un requisito de validez de todo acto de autoridad que consagra la garantía de legalidad contenida en el artículo 16 de la Constitución Federal.
No sobra decir, que los agravios invariablemente deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido, con los agravios expresados.

Resulta aplicable la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 607, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de rubro siguiente: 

“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. En la primera instancia de un juicio de naturaleza civil, en el que se ventilan exclusivamente intereses particulares, la litis consiste en determinar si es procedente y fundada la acción y, en consecuencia, si debe condenarse o absolverse al demandado, por lo que, en caso de que deba abordarse el fondo de la litis, basta para tener por planteada la causa de pedir de la actora si formula, por una parte, su pretensión jurídica, esto es, la consecuencia que pretende obtener con el juicio consistente en una declaración judicial respecto de la existencia o inexistencia de un derecho subjetivo y si, por otra, describe los hechos en que se basa para sostener tal pretensión. Asimismo, acorde con las garantías de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial contenidas en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de las que a su vez derivan el principio da mihi factum, dabo tibi ius y el principio dispositivo del procedimiento, el juez debe resolver el fondo cuando el actor produzca esos elementos de su causa de pedir, independientemente de que además formule una correcta argumentación jurídica que la sostenga. En cambio, en la segunda instancia derivada del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia definitiva, la litis tiene una naturaleza distinta, pues consiste en determinar si la sentencia recurrida fue dictada o no con apego a derecho, de manera que la causa de pedir se integra con la pretensión del recurrente, consistente en la declaración judicial de la ilegalidad de la sentencia recurrida y, por ende, que se revoque, nulifique o modifique, así como con el hecho consistente en la emisión de la sentencia recurrida en determinado sentido, y la razón por la que se considera que dicha sentencia adolece de algún vicio de legalidad, ya sea in procedendo o in judicando. Ahora bien, considerando que la sentencia de primer grado tiene la presunción de haber sido emitida conforme a derecho, resulta esencial que el apelante combata dicha presunción mediante una correcta argumentación jurídica planteada en sus agravios, demostrando la ilegalidad cuya declaración pretende mediante su recurso para que el tribunal de alzada revoque, modifique o nulifique la sentencia apelada. En consecuencia, es materia de la litis en segunda instancia determinar si es o no correcta la argumentación jurídica del apelante, de modo que si los argumentos contenidos en los agravios no logran desvirtuar la legalidad de la sentencia apelada, el tribunal de alzada puede calificarlos de infundados o de inoperantes para sostener la resolución en la que confirme dicha sentencia acorde con los principios de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial.”

Así como, la tesis de Jurisprudencia, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Tesis: 2a. LXV/2010, Tomo XXXII, Agosto de 2010, página 447, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice:

“AGRAVIOS INOPERANTES EN APELACIÓN. DEBEN ESTIMARSE ASÍ CUANDO LA SENTENCIA RECURRIDA SE SUSTENTA EN DIVERSAS CONSIDERACIONES Y NO SE CONTROVIERTEN TODAS. Si en la sentencia recurrida el tribunal de primera instancia expone diversas consideraciones para sustentarla y en el recurso de apelación no se combaten todas, los agravios deben declararse inoperantes, toda vez que aun los que controviertan se estimaran fundados, ello no bastaría para revocar la resolución impugnada debido a la deficiencia en el ataque de todos sus fundamentos, los que quedarían firmes rigiendo el sentido de la resolución cuestionada.

Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la autoridad recurrente, mismos que resultaron ser inoperantes, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de diez de octubre de dos mil veintitrés, pronunciada por la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso **********/2022/1.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:
RESUELVE
ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de diez de octubre de dos mil veintitrés, pronunciada por la Primera Sala Unitaria, en el juicio contencioso administrativo **********, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora; y por oficio a las autoridades demandadas, remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I, en relación con el 20 fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rúbricas.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
�Foja 267 de los autos del Juicio de Origen.





�“Artículo 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





�Fojas 20-23 del Toca.





�Foja 30 del Toca.





�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.





“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


�“ARTÍCULO 221. La personalidad o legitimación de las partes, deberá ser analizada de oficio por las Salas.”





Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”





�“Artículo 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar.


Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación.


En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.”





� Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.





� Según constancia de notificación que obra agregada a foja 266 de los autos del juicio de origen.


� Registro digital: 161765 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 71/2011 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Junio de 2011, página 326 Tipo: Jurisprudencia: “REVISIÓN FISCAL. EL ESTUDIO OFICIOSO DE SU PROCEDENCIA DEBE HACERSE AUNQUE LA AUTORIDAD RECURRENTE NO EXPRESE ARGUMENTOS PARA UBICAR EL RECURSO EN ALGUNO DE LOS SUPUESTOS DEL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SALVO QUE SE TRATE DEL DE SU FRACCIÓN II. Conforme a las jurisprudencias 2a./J. 45/2001 y 2a./J. 193/2007 de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la procedencia del recurso de revisión fiscal debe examinarla el Tribunal Colegiado de Circuito de oficio, independientemente de que si la autoridad inconforme precisó o no el supuesto legal que consideró aplicable, e inclusive cuando haya señalado un ordenamiento diverso para apoyar la procedencia de dicho medio de defensa, caso en el cual ese órgano jurisdiccional debe superar tal inexactitud. En este tenor, en un avance progresivo sobre lo sostenido en dichos criterios, el indicado estudio oficioso debe hacerse aunque no se expresen argumentos para ubicar el recurso en alguno de los supuestos del artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, salvo que se trate del de su fracción II, caso en el cual el legislador obligó a la recurrente a razonar la importancia y trascendencia del asunto para efectos de la admisión del recurso, en el entendido de que cuando el órgano jurisdiccional federal estime que el asunto procede por ubicarse en alguno de los otros postulados establecidos en el numeral referido, debe fundamentar la procedencia y realizar el análisis relativo; sin embargo, cuando advierta que el asunto no se ubica en alguno de los supuestos de procedencia del indicado precepto legal, no necesariamente debe exponer las razones por las cuales el asunto no se sitúa en cada uno de los establecidos por el legislador, pues la falta de pronunciamiento expreso es indicativa de que no se actualizó alguna de las premisas de procedencia del dispositivo legal.”


� https://www.inegi.org.mx/temas/uma/


�Fojas 2-48 del expediente de origen.





�Fojas 49 y 50 del expediente de origen.





�Foja 189 del expediente de origen. 





� Foja 90 del juicio de origen.





� Registro digital: 2008226 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época; Materias(s): Común Tesis: XVII.1o.C.T. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 14, Enero de 2015, Tomo II, página 1605 Tipo: Jurisprudencia





� Registro digital: 2001825 Instancia: Segunda Sala; Décima Época Materias(s): Común; Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.) Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XIII,  Octubre de 2012, Tomo 3, página 1326 Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 917740 Instancia: Segunda Sala Séptima Época Materias(s): Común Tesis: 206 Fuente: Apéndice 2000. Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, página 168 Tipo: Jurisprudencia





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 160104 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Administrativa Tesis: VII.1o.A. J/42 (9a.) Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro VIII, Mayo de 2012, Tomo 2, página 1724 Tipo: Jurisprudencia.





� Registro digital: 212133 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Octava Época Materias(s): Común Tesis: XXI.2o. J/4 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Núm. 78, Junio de 1994, página 83 Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 175082 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Común Tesis: I.4o.A. J/43 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Mayo de 2006, página 1531 Tipo: Jurisprudencia.


� Registro digital: 177347. Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materias(s): Administrativa. Tesis: 2a./J. 115/2005. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Septiembre de 2005, página 310. Tipo: Jurisprudencia.


�Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”





�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.





� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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